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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO No. _______________

“Por el cual se adiciona el artículo 171 de la Constitución Nacional, para fortalecer la representación de afrodescendientes en el Congreso de la República”. 

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 171 de la Constitución Política quedará así:

ARTICULO 171. El Senado de la República estará integrado por cien miembros elegidos en Circunscripción Nacional. 

Habrá un número adicional de dos Senadores elegidos en circunscripción nacional especial por comunidades indígena, y dos Senadores elegidos en Circunscripción Especial Nacional por comunidades afrodescendientes.

Los ciudadanos colombianos que se encuentren o residan en el exterior podrán sufragar en las elecciones para Senado de la República. 

Las Circunscripciones Nacionales Especiales, tanto para la elección de Senadores por las comunidades indígenas como por las comunidades afrodescendientes se regirán por el sistema de cuociente electoral. Los candidatos de dichas comunidades  que aspiren a integrar el Senado de la República, deberán haber ejercido un cargo de autoridad tradicional en su respectiva comunidad o haber sido líder de una organización indígena o afrodescendiente, respectivamente,  calidad que se acreditará mediante certificado de la correspondiente organización, refrendado por el Ministerio del Interior.

PARÁGRAFO 1: Se entiende como afrocolombianos aquellos colombianos que descienden de los africanos esclavizados y que se auto reconocen como tal. 

PARÁGRAFO 2: La pertenencia a la organización indígena o afrodescendiente no solo es un concepto racial sino fundamentalmente socio cultural.
PARAGRAFO TRANSITORIO:  La ley reglamentará  las circunscripciones especiales de que trata este artículo, a más tardar dentro del año siguiente a la aprobación de este Acto Legislativo, la cual incluirá entre otros temas: Inscripción de candidatos, inscripción de ciudadanos habilitados para votar en cada una de las circunscripciones y mecanismos para promover la participación de las comunidades respectivas.

Artículo 2°. Este acto legislativo rige a partir de su promulgación.

De los Honorables Congresistas, 

___________________________________                       _______________________________

___________________________________                       _______________________________

___________________________________                       _______________________________
___________________________________                       _______________________________

___________________________________                       _______________________________

EXPOSICION DE MOTIVOS
I. La población afrodescendiente en Colombia.

Según la página web Afrodescendientes creada por Javis Rojas,  docente investigador de la Universidad Nacional  en temas  de minorías después de Brasil, Colombia es el país latinoamericano con la mayor cantidad de población afrodescendiente. Aun cuando no existen datos oficiales uniformes, se estima que el número de afrocolombianos va de un 16 a un 25% de la población total, esto es, entre seis (6) y diez con cinco (10,5) millones de habitantes. La población afrocolombiana se asienta a lo largo y ancho de todo el territorio, incluido el Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, ubicado a 770 kilómetros del continente,  lugar donde vive la población nativa raizal. Si bien mayoritariamente los afrocolombianos se ubican en la zona costeña del Pacífico Pacífico (departamento del Chocó),, en los últimos años la migración hacia los polos urbanos ha aumentado significativamente.

Para la comunidad afrodescendiente de Colombia, el conflicto armado que vive el país desde hace décadas ha sido sinónimo de muerte y desamparo, puesto que se trata de una población especialmente vulnerable, siendo en muchos lugares la más numerosa y, al mismo tiempo, más pobre. 
Los indicadores sociales con respecto a los afrocolombianos son elocuentes en demostrar su desaventajada situación. De acuerdo a cifras oficiales, “el 80% de las comunidades negras tienen sus necesidades básicas insatisfechas y viven en extrema pobreza, mientras que el ingreso per cápita promedio oscila entre los 500 y 600 dolares frente al promedio nacional de 1.500 dólares. 

Un 74% de la población afrocolombiana recibe salarios inferiores al mínimo legal, y la esperanza de vida es de 55 años frente a 65 como promedio nacional”. 

El  informe  reciente de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, IDH, organismo adscrito a la OEA, publicado en el año 2009, sobre la población afrodescendiente en Colombia, reseñado por el Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo, indica que esta población se encuentra marcada por una historia de invisibilidad, exclusión y desventajas sociales y económicas que afectan el goce de sus derechos fundamentales. La población afrocolombiana constituye el segmento mayoritario de las clases más pobres del país, muestra los indicadores socioeconómicos más bajos, padece una tasa de mortalidad infantil que duplica la registrada a nivel nacional, y tiene menor acceso a servicios básicos como educación y salud, así como menor acceso a empleos redituables y menor participación en la vida pública. 

Así mismo, el estudio destaca que regiones del país mayoritariamente habitadas por afrodescendientes se han visto particularmente afectadas por la crisis humanitaria derivada del conflicto armado interno.. 

Las disparidades entre las condiciones sociales y económicas de los afrodescendientes y el resto de la población en Colombia están estrechamente vinculadas a la exclusión social padecida históricamente por este segmento de la población, indica el documento; que a  pesar de la vigencia de legislación y políticas públicas destinadas a promover el desarrollo de la población afrocolombianas, el goce igualitario de derechos y la superación de la discriminación estructural continúan presentándose como un gran desafío para esta población, que permanece invisibilizada. 
II. Fundamentos jurídicos 
El proceso Constituyente de 1991 significó un gran avance en el terreno jurídico para la población afrocolombiana. En primer lugar, el artículo 7° de la Carta Política hizo el reconocimiento de la existencia de una nación multiétnica y pluricultural al señalar que, el Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana. 

Adicionalmente, la Constitución en el artículo 13 estableció el principio de igualdad señalando que todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos y libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua religión opinión política o filosófica. 

No obstante, el constituyente consciente de la desigualdad real entre los colombianos estableció que el Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

Sobre este trascendental aspecto conocido como acciones afirmativas y de discriminación positiva, la honorable Corte Constitucional ha dicho lo siguiente, entre otras, en la Sentencia C-044 de 2004: 

4. Una de las bases del Estado Social de Derecho es la consagración del principio de igualdad material, es decir, de igualdad real y efectiva, como expresión del designio del poder público de eliminar o reducir las condiciones de inequidad y marginación de las personas o los grupos sociales y lograr unas condiciones de vida acordes con la dignidad del ser humano (artículo 1° de la Constitución) y un orden político, económico y social justo (preámbulo ibídem). 

Dicho principio está previsto en forma general en el mismo artículo 13, inciso 2°, superior, en virtud del cual el Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 

El mismo principio está contemplado en forma particular en varias disposiciones superiores, conforme a las cuales, entre otras, el Estado apoyará de manera especial a la mujer cabeza de familia (artículo 43, inciso 2°), la familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos (artículo 44, inciso 2°), el adolescente tiene derecho a la protección y a la formación integral (artículo 45, inciso 1°), el Estado, la sociedad y la familia concurrirán para la protección y la asistencia de las personas de la tercera edad y promoverán su integración a la vida activa y comunitaria. El Estado les garantizará los servicios de la seguridad social integral y el subsidio alimentario en caso de indigencia (artículo 46), el Estado adelantará una política de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y síquicos, a quienes se prestará la atención especializada que requieran (artículo 47), y el estatuto legal del trabajo tendrá en cuenta, entre otros principios, la protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad. 

El Estado desarrolla estos mandatos mediante las llamadas acciones positivas o acciones afirmativas, sobre las cuales ha expresado esta corporación: 

14. Como bien lo señalan algunos de los intervinientes, los mecanismos que contempla la ley estatutaria que se estudia son, en términos generales, acciones afirmativas. Con esta expresión se designan políticas o medidas dirigidas a favorecer a determinadas personas o grupos, ya sea con el fin de eliminar o reducir las desigualdades de tipo social, cultural o económico que los afectan1, bien de lograr que los miembros de un grupo subrepresentado, usualmente un grupo que ha sido discriminado, tengan una mayor representación. 

De acuerdo con esta definición, los subsidios en los servicios públicos, las becas y ayudas financieras para estudiantes con recursos escasos o el apoyo económico a pequeños productores, son acciones afirmativas. Pero también lo son, aquellas medidas que ordinariamente se denominan de discriminación inversa o positiva y que se diferencian de las otras citadas por dos razones: 1. Porque toman en consideración aspectos como el sexo o la raza, que son considerados como criterios sospechosos o potencialmente prohibidos, tal y como se explicará más adelante, porque la discriminación inversa se produce en una situación de especial escasez de bienes deseados, como suele ocurrir en puestos de trabajo o cupos universitarios, lo que lleva a concluir que el beneficio que se concede a ciertas personas, tiene como forzosa contrapartida un perjuicio para otras. 

(...) 

Las acciones afirmativas, incluyendo las de discriminación inversa, están, pues, expresamente autorizadas por la Constitución y, por ende, las autoridades pueden apelar a la raza, al sexo o a otra categoría sospechosa, no para marginar a ciertas personas o grupos ni para perpetuar desigualdades, sino para aminorar el efecto nocivo de las prácticas sociales que han ubicado a esas mismas personas o grupos en posiciones desfavorables. 

En síntesis, no toda utilización de criterios en principio vedados es discriminatoria, pues como bien lo ha afirmado esta Corte, mal podría un Estado tratar de mejorar la situación de un grupo marginado, sin expedir regulaciones que mencionen el factor que provocó su segregación. Así, si la ley quiere mejorar la situación de la mujer frente al hombre, o aquella de los indígenas frente a los blancos, pues es obvio que la ley debe recurrir a clasificaciones étnicas o sexuales. 

Pero en últimas, lo que sucede es que en la discriminación inversa no se está utilizando el mismo criterio que sirve de base a la discriminación injusta. Para ilustrar esta afirmación con un ejemplo, mientras que en la discriminación que la Constitución prohíbe, a X se le otorga un tratamiento distinto por el simple hecho de ser mujer o ser negro, en los casos de discriminación inversa un tratamiento preferencial se otorga sobre la base de que X es una persona que ha sido discriminada (injustamente) por ser mujer o por ser negro. 

En este sentido, en términos de participación política la Constitución resalta, en los artículos 103 y 107, el derecho que tiene cada colombiano, incluidos aquellos grupos que son reconocidos en los primeros artículos como minorías étnicas, de participar en la vida política colombiana a partir de los  mecanismos de participación directa y de la posibilidad de constituir partidos políticos y participar en las elecciones.

El Artículo 103 establece los mecanismos de participación del pueblo en ejercicio de su soberanía y así mismo establece que el  Estado  debe contribuir a la organización, promoción y capacitación de las asociaciones con el objeto de que constituyan mecanismos democráticos de representación, participación, concertación, control y vigilancia de la gestión pública que se establezcan.

En el mismo sentido el artículo 107 afirma: “Se garantiza a todos los nacionales el derecho a fundar, organizar y desarrollar partidos y movimientos políticos, y la libertad de afiliarse a ellos o de retirarse. En ningún caso se permitirá a los ciudadanos pertenecer simultáneamente a más de un partido o movimiento político con personería jurídica”.

Bajo la anterior lógica, el artículo 176 plantea la posibilidad de que las minorías culturales, en ejercicio de su ciudadanía diferenciada, obtengan un espacio específico para ellas en los cuerpos legislativos. Así, este artículo propone que “[…] la ley podrá establecer una circunscripción especial para asegurar la participación en la Cámara de Representantes de los grupos étnicos y de las minorías políticas y de los colombianos residentes en el exterior”. 

Esta discriminación positiva en el ámbito electoral y político para las minorías étnicas se desarrolla inclusive en el artículo 108, “se exceptúa el régimen excepcional que se constituya en la ley para las circunscripciones de minorías, en las cuales bastará haber obtenido representación en el Congreso”.

Es a partir de los anteriores artículos y del carácter progresista e incluyente de la Constitución Política de 1991, que se visualiza el reconocimiento de las minorías étnicas como grupos diferenciados susceptibles de una discriminación positiva y de una inserción especial a la vida política del país.

Ahora bien, es a partir de la Ley 649 de 2001 que se expide la posibilidad de que las comunidades afrodescendientes tengan curules específicas para ellas en la Cámara de Representantes. Por medio de esta Ley se reglamenta el artículo 176 de la Constitución Política, estipulándose que éstas tienen derecho a una Circunscripción Especial para Negritudes, la cual cuenta con dos curules. De los candidatos para tal circunscripción se afirma: “Capítulo III: De las comunidades negras artículo 3. Candidatos de las comunidades negras. Quienes aspiren a ser candidatos de las comunidades negras para ser elegidos a la Cámara de Representantes por esta circunscripción especial, deberán ser miembros de la respectiva comunidad y avalados previamente por una organización inscrita ante la Dirección de Asuntos de Comunidades Negras del Ministerio del Interior”.

La Sentencia Constitucional 484 de 1996 declara la inexequibilidad de la circunscripción especial para la población negra. No obstante, la Sentencia Constitucional 169 de 2001 de la Corte Constitucional revisa la exequibilidad del Proyecto de Ley 25/99 Senado y 21/99 Cámara, que se convierte en la Ley 649 de marzo 7 de 2001, la cual reglamenta el artículo 176 de la Constitución Política. 

Por otro lado, el Acto Legislativo 01 de 2003, conocido como reforma política, que también afecta en algún sentido a la participación de los afrodescendientes en las contiendas electorales, plantea que se exceptúa a los movimientos étnicos de la necesidad de obtener el 2% en la Cámara de Representantes o el Senado para mantener la personería jurídica; para las circunscripciones de minorías étnicas le bastará obtener representación en el Congreso. 

A pesar de los pocos datos estadísticos poblacionales  afrodescendientes en  Latinoamérica, es evidente que el mayor porcentaje de población Afro se encuentra en Brasil y Colombia. Según el Censo General 2.005 en Colombia residen 1,378, 884 indígenas que corresponden al 3,4 % de la población del país; los afrocolombianos son 4.261.996 personas, el 10,5% del total y el pueblo ROM o gitano está formado por 4.832 personas que representan el 0,01 de la población total del país
.

Para las elecciones  de Cámara  del 2010  por Circunscripción Especial de Comunidades afrodescendientes se presentaron sesenta siete (67) listas de diferentes partidos, fundaciones y movimientos para un total de ciento setenta (170) candidatos, se obtuvieron   549.061 votos válidos, en total 270.710 fueron votos por las listas de partido y 156.415 fueron votos por candidatos. 

Actualmente, el Senado de la República está integrado por 102 Senadores: 100 son elegidos en circunscripción nacional y dos (2)  más en representación de las comunidades indígenas a través de circunscripción especial.  Dentro de los 100 miembros que integran el Senado de la Republica por circunscripción nacional para el periodo legislativo 2010- 2014;   solo dos (2) se autorreconocen como afrodescendientes, elegidos dentro de los partidos tradicionales que de por si no garantizan la permanencia de esa representación en esta corporación
.

III. Contenido de la iniciativa 
Esta iniciativa del Proyecto de Acto Legislativo  que  presentamos para que haga tránsito en la presente legislatura ,  consta de dos (2) artículos  y representa un texto que ha logrado  un importante consenso sobre   el  alcance de la iniciativa aprobada en primer debate en la Comisión Primera de senado y así mismo en la Plenaria de Senado, publicado en Gaceta 808 de 2011, con importantes precisiones conceptuales, desde la definición de Circunscripción Nacional Especial para comunidades  afrodescendientes consagrado en el artículo 176 de la Constitución Política , así como  los criterios para acceder a las curules que se crean y las calidades de  los representantes de comunidades que aspiren a integrar el Senado de la Republica . 

IV. Alcances de la iniciativa 

Este proyecto de acto legislativo pretende corregir una inequidad establecida con la población afrodescendiente en la Constitución de 1991, toda vez que el artículo 171 al definir la composición del Senado de la República incluyó la circunscripción especial indígena, dejando por fuera a la población afrodescendiente, a pesar de que constituye un número de colombianos mayor. 

Por tal razón se propone adicionar el artículo 171 de la Constitución en el sentido de establecer una circunscripción especial de afrodescendientes en el Senado de la República, que elegirá dos (2) Senadores por el sistema de cuociente electoral. Para asegurar la vinculación de los aspirantes al movimiento afro se exige que quienes pretendan ser elegidos, deberán ser miembros de la respectiva comunidad y avalados previamente por una organización inscrita ante el Gobierno Nacional. 

En ese orden de ideas,  asegurar la vinculación de los aspirantes al movimiento afrodescendiente se exige que quienes pretendan ser elegidos, deberán ser miembros de la respectiva comunidad y avalados por una organización inscrita ante la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras del Ministerio del Interior, requisito necesario para contar con la plena certeza de que los candidatos efectivamente se hallan vinculados a tal agrupación; es así como de conformidad con el  decreto 3770 de 2008 (Art. 15), es la encargada de llevar el Registro Único de Consejos Comunitarios y Organizaciones de Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras (esto es, de aquellas organizaciones que, según el artículo 31-2 del decreto citado, “Son asociaciones comunitarias integradas por personas de las Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales o Palenqueras que reivindican y promueven los derechos étnicos y humanos de estas comunidades”.) ; se trata de una condición razonable, que pretende dotar de un mínimo de seriedad y veracidad a la inscripción de estos candidatos.

Consulta previa 

La consulta previa a pueblos indígenas y grupos étnicos se ha convertido en uno de los temas más difíciles y controvertidos del derecho nacional e internacional de los derechos humanos. En efecto, en apenas dos décadas, desde la adopción del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo en 1989, pasó de ser un asunto invisible a ser el objeto de conflictos jurídicos, políticos y sociales en los que se juegan tanto intereses económicos como la supervivencia de pueblos tribales.

Convenio Internacional, incorporado en la legislación nacional de Colombia a partir de su ratificación (Ley 21 de 1991). Goza de rango Constitucional, es decir prevalece en el orden interno por su carácter de garante de los derechos humanos (C.P. Art. 93).

Ley 1437 del 18 de enero 2011_ Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo; Establece en su artículo 46 la Consulta obligatoria: Cuando la Constitución o la ley ordenen la realización de una consulta previa a la adopción de una decisión administrativa, dicha consulta deberá realizarse dentro de los términos señalados en las normas respectivas, so pena de nulidad de la decisión que se llegare a adoptar.

El Convenio OIT 169 establece que los gobiernos deberán consultar a los pueblos interesados a través de sus instituciones representativas;  que  tratándose  de las comunidades Negras, son  instancias de representatividad para  los Consejos Comunitarios y Organizaciones de Base inscritas en el Registro Único de Organizaciones de Base del Ministerio del Interior. 
Conscientes de la importancia que tiene esta iniciativa y de las disposiciones que sobre Consulta Previa  existen,  los  Senadores autores de la misma en sesión plenaria  de  Senado el pasado 16 de noviembre de 2011 por unanimidad decidimos presentar a consideración  de la Plenaria el  retiro  del Proyecto de Acto  Legislativo 08 de 2011-  Senado “Por el cual se adiciona el artículo 171 de la Constitución Nacional, para fortalecer la representación de afrodescendientes en el Congreso de la República”  a fin de que se surtirá la respectiva Consulta Previa tal como  lo dispuso el Convenio 169 de la OIT, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, aprobado por el Congreso mediante Ley 21 de 1991.
En un contexto general, consideramos que este Proyecto de Acto Legislativo  logra  transformar la invisibilización de estas comunidades en reconocimiento de una realidad social  frente al  discurso étnico existente entre derechos de reconocimiento y derechos de redistribución  efectiva del poder político en torno a los pueblos afrodescendientes  y a las políticas  adoptadas por el gobierno  para  reivindicar los derechos de toda una población. 

De los Honorables Congresistas, 
___________________________________                       _______________________________

___________________________________                       _______________________________

___________________________________                       _______________________________
___________________________________                       _______________________________

___________________________________                       _______________________________

� Ministerio del Interior, Visión, Gestión y Proyección de la Dirección de Asuntos para las Comunidades Negras – DACN. Dos años después. 1995-1996, Santa Fe de Bogotá, enero de 1997, p.15.  


� Fuente: DANE, Censo General 2.005





� RESULTADOS CIRCUNSCRIPCIONES ESPECIALES CONGRESO – ELECCIONES 2010 - Documento elaborado por Esteban Castiblanco miembro del Observatorio de la Democracia de la Misión de Observación Electoral.
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